ACTA N° 09-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las nueve horas con cinco minutos del  siete de junio del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside; Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, Lic. Jorge Segura Román en representación del Ministerio Público, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Milena Conejo, en representación de la  Jefa de la Defensa Pública, el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo y la Sra. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial.

ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueban las actas N°7-2004 del 11 de mayo de 2004 y  N°8-2004 del 26 de mayo de 2004.

ARTICULO II

El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación del O.I.J.,  en oficio  EJ-CAP-215-2004 de fecha 3 de junio del año en curso dice:

“Muy respetuosamente me permito dirigirme a usted, con el fin de exponerle formalmente mi posición con relación al uso que ha venido dándose a las plazas de Instructor Policial asignadas a la Unidad de Capacitación del OIJ.

    En conversaciones sostenidas con usted y con el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial,  a finales del año anterior me expresaron su interés de utilizar la plaza que antes se denominaba Encargado de Adiestramiento y que fue convertida por el Consejo Superior en una plaza de Instructor Policial según acuerdo tomado en la Sesión 52-03 del 17 de julio del año pasado, artículo LI, para que una filóloga colaborara durante un año con la Escuela Judicial con motivo del trabajo que demandaría la Consultoría del Programa de Formación Inicial de Jueces.

    Así mismo, se me expresó el interés de la Dirección de la Escuela Judicial de que la plaza que dejó vacante don Jorge Badilla Alán, como Instructor Policial fuera ocupada por una persona de escogencia de la Dirección.

    Se me indicó además, que para esos efectos se obtendrían los permisos que fuera necesario y en razón de ello, a pesar de no estar de acuerdo, me mantuve a la espera de los resultados de dichos permisos y gestiones antes de expresarme por escrito como lo hago ahora.

    Después de eso, la Dirección realizó los nombramientos en las plazas mencionadas, pero aparentemente sin contar los permisos requeridos para ello, lo cual ha generado, y usted lo sabe, incomodidad y desmotivación en el personal que colabora conmigo en la tarea que realiza la Unidad de Capacitación en la Escuela Judicial.

    En la última reunión que sostuve con usted y don Mateo, el día 6 de mayo del presente año, se me indicó que el Departamento de Planificación estaba realizando el estudio respectivo para autorizar el uso de las plazas que he citado. No obstante, aún sin existir ese estudio, las plazas se han venido utilizando al menos en un caso,  en funciones distintas a aquellas para las que se destinó por parte del Consejo Superior y en ambos casos, aparentemente sin que las personas nombradas reúnan el perfil y requisitos exigidos para el puesto de Instructor Policial.

    En las disposiciones existentes en la Institución referentes a este tema, en la sesión 8-2000 del 21 de febrero de ese año, Artículo XIV la Corte Plena conoció de una gestión de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial para utilizar los recursos de una plaza vacante de Auxiliar de Investigación para nombrar un Conserje 1 en la Dirección General, y esa gestión fue denegada  por cuanto según criterio de la Auditoría Judicial:

“Con fundamento en todo lo anteriormente comentado, consideramos que la práctica cuestionada, tal como lo indicara el Consejo Superior en su oportunidad, es contraria a la legislación existente al respecto.


En vista de lo antes expuesto, esta Auditoría se permito emitir las siguientes recomendaciones:

1) En necesario, que se suprima y evite la utilización de plazas con fines distintos a los que constituyen su fundamento de creación, en virtud de tratarse de una práctica contraria a la legislación, y sin fundamento normativo.

2) Cuando por alguna circunstancia especial se requiera personal adicional en alguna dependencia judicial, luego de realizado el estudio respectivo, la creación de plazas extraordinarias deberá considerarse como una posibilidad, siempre y cuando exista contenido presupuestario para ello y en caso de que no lo haya, se deberá observar lo establecido en el inciso F) de las disposiciones varias contenidas en el Presupuesto del Poder Judicial para el año 1999.

3) Es indispensable que se implementen los mecanismos necesarios para que a la brevedad se ocupen las plazas vacantes en los Despachos Judiciales, esto en virtud de que no deben mantenerse ociosos los recursos que se incluyeron dentro del presupuesto, por cuanto se entiende que los mismos responden a las necesidades de la Institución”.

     En esa misma línea se pronunció el Magistrado Van Der Latt a quien se le asignó el análisis del informe de la Auditoría y en informe que rindió expresó lo siguiente:


“... Analizando el informe en mención e independientemente de la incidencia que tiene en el funcionamiento de las dependencias judiciales referidas, al suscrito considerar que no cabe, sino actuar en estricto apego a lo que señala el informe y recomendaciones emitidas por el Sr. Auditor Judicial, por ser este el camino que señala la Ley.

Los problemas se apuntan respecto a funcionamiento del Organismo 
de Investigación Judicial y el Centro Infantil del Poder Judicial, tendrán que ser atendidos mediante los respectivos mecanismos legales y tomándolos en cuenta en el respectivo presupuesto”.
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Se dispuso:  Acoger el informe del Magistrado van der Laat y hacerlo del conocimiento del Consejo Superior, para los efectos consiguientes.

   Como consecuencia de lo anterior, el Consejo Superior emitió la  CIRCULAR No11-2000, en la que se prohibió el nombramiento de servidores que no cumplan los requisitos para el cargo, la cual seguidamente transcribo.

CIRCULAR No11-2000

ASUNTO:
Prohibición de efectuar nombramientos de servidores que no cumplan con los requisitos para el cargo. 

A LOS JEFES DE LAS OFICINAS JUDICIALES DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesión N° 8-2000 celebrada el 27 de enero del 2000, artículo XXIII, acordó reiterarles la prohibición de nombrar a servidores que no cumplan con los requisitos para el cargo, en razón que el Departamento de Personal no dará trámite a nombramientos o ascensos interinos de aquellas personas que no cuenten con éstos, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo en sesión N° 62-98 celebrada el 13 de agosto de 1998, artículo XLII.

San José, 3 de marzo del 2000.

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

CC:
Diligencias

Archivo Sría.
rmb.*/CIRCULARES /2000.
En fecha 22 de enero del año en curso, el Consejo Superior conoció en la sesión No. 4-04, artículo XX el oficio EJ-DIR-008-2004 de fecha 15 de enero en el que el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial solicitó que:

 “Los puestos asignados a la Unidad de Capacitación del Organismo de investigación Judicial Nos. 107763 (que corresponde a la antigua plaza del encargado de adiestramiento, don Gerardo Jiménez Solano y que fue convertida a puesto de instructor policial mediante acuerdo de este Consejo en el Artículo LI, de la sesión No.52 celebrada el 17 de julio de 2003) y 107766 (que corresponde a la plaza de servidor pensionado Jorge Emilio Badilla Alán), se encuentran desde parte del año anterior (2003) y hasta la fecha aún vacantes. 

Cabe mencionar que tal hecho no ha incidido negativamente en la ejecución del programa pues durante ese lapso del 2003  se tomaron previsiones en cuanto a la distribución de carga de labores. Iguales previsiones han sido tomadas en la programación anual de trabajo de esta Unidad para el año 2004, de tal manera que  se encuentran satisfechas las necesidades de recursos humanos para coordinar y ejecutar las tareas de capacitación planteadas por esta Unidad para el presente año.  No obstante ello, es de interés de la Escuela Judicial aprovechar esos recursos de la siguiente manera: 

· En cuanto a las tareas asignadas al puesto de Instructor policial encargadas al antiguo servidor (Badilla Allán) entre las que se encuentran la ejecución de la capacitación en temas de derecho procesal penal y derecho penal a los futuros investigadores           -además de las referentes a  los cursos sobre técnicas de manejo de escena del crimen- es del interés de la Dirección de la Escuela solicitar a este Consejo el permiso para disponer en esa plaza a un profesional en Derecho al menos durante el presente año, de manera tal que, no sólo se aprovechará el recurso en lo que se refiere a las tareas de coordinación y ejecución de los cursos de esta Unidad (propias de los Instructores Policiales) sino que además se dispondrá a este profesional como capacitador en esas áreas de Derecho, y en los diferentes cursos que al respecto se encuentran programados para los investigadores del OIJ durante el 2004. Lo anterior rendirá dividendos positivos en cuanto a contar 

· con un capacitador de planta en Derecho asignado a esa Unidad, lo cual reducirá en gran medida la disposición del recurso humano externo (fiscales y defensores) para ejecutar dichos cursos. Ello sin contar la polifuncionalidad del citado profesional en las demás áreas y cursos que ofrece esta Unidad, en donde su colaboración también se presenta como relevante y oportuna. 

-
En cuanto al otro puesto, es de la más urgente necesidad de la Escuela Judicial, dada la cantidad de textos que actualmente se encuentran en corrección filológica en la Unidad de Materiales Escritos, y tomando en cuenta la enorme cantidad de textos que en el corto plazo serán producidos en el marco del Proyecto de Formación Inicial de Jueces (se preveen (sic) al menos catorce textos didácticos en diferentes áreas del derecho) disponer en esa plaza al menos durante el presente año a un bachiller en filología para la Escuela Judicial. Ello toda vez que, amén de resultar costoso el servicio de manera externa -según lo hemos comprobado-, consideramos urgente liberar del recargo de dicha función a la especialista en enseñanza Ingrid Bermúdez, con el fin de asignarle tareas de relevada importancia y responsabilidad en los programas ordinarios y extraordinarios (Formación Inicial de Jueces y Virtualización de Cursos) que desarrollará la Escuela durante el 2004. Cabe mencionar que el citado recargo impide que esta especialista se dedique de lleno a las tareas primordiales asignadas a su puesto, lo cual produce una cadena de recarga de trabajo en las otras dos pedagogas con que cuenta la Escuela Judicial, hecho que se verá acentuado con la extraordinaria carga de trabajo con que contarán estas tres profesionales durante el presente año, en el marco de desarrollo de la consultoría de Formación Inicial de Jueces. Es por esta razón, y tomando en cuenta la sobrada satisfacción de necesidades de la Unidad de Capacitación del OIJ para el 2004, y la carencia existente en este otro ámbito de trabajo asignado a la Unidad de Materiales Escritos de la Escuela, que se solicita a este Consejo, se sirva autorizar por el presente año, el ocupar el puesto de instructor policial aún vacante, con los servicios de un bachiller en filología. 

Debe agregarse que la asignación salarial para  dichos cargos sería la que se utilizaría para las  contrataciones indicadas, de manera que no existe ningún costo adicional para el Poder Judicial.  Al finalizar el presente año, la Escuela Judicial presentará un informe sobre los resultados obtenidos con estos recursos, así como de las labores de la Unidad de Capacitación del O.I.J.”

Sin embargo, se indica en ese acuerdo que: 


“Mediante correo electrónico recibido el 21 de los corrientes, el Lic. Ivankovich Fonseca solicita dejar sin efecto el oficio anterior, pues la inquietud ahí plasmada “ha sido ya suficientemente solventada para los efectos de la Escuela Judicial”, y se archiven las diligencias.

Se acordó: Tomar nota y archivar las diligencias.”

     ¿Cómo se solventó la situación sin necesidad de contar con la aprobación del Consejo? La única respuesta que tengo lo es, echando mano de las plazas de Instructor Policial y ejecutando nombramientos aparentemente en forma irregular por no contar con autorización para ello contraviniendo los criterios claros y precisos existentes en las directrices, acuerdos y recomendaciones tanto de la Corte Plena, de la Auditoría Judicial y del Consejo Superior que he mencionado.

       Indagué sobre el estudio del Departamento de Planificación y me encuentro con que la gestión que realizó la Dirección de la Escuela Judicial mediante el oficio EJ-DIR-035-2004 de fecha 29 de enero del 2004, ocho días después de haber solicitado el archivo de la gestión planteada ante el Consejo Superior y que ya señalé,  tampoco fue tramitada por el Departamento de Planificación, por las razones que a continuación se señalan.

       En el oficio dirigido al Departamento de Planificación se hacen gestiones que se refieren a la solicitud de plazas nuevas para el año 2005  ( No para ser utilizadas en el año 2004) en las que se solicitó recalificar la plaza vacante de Instructor Policial que dejara el señor Jorge Badilla Alán a un puesto de Profesional en Derecho 2, “...para que un abogado se encargue de la ejecución y coordinación de los cursos ordinarios que lleva a cabo la Unidad de Capacitación del OIJ” y que la plaza de Encargado de Unidad de Adiestramiento ( que ya no existe por disposición del Consejo Superior que la convirtió en plaza de Instructor)  sea recalificada a la de Profesional 2 con especialidad en filología.

     El Departamento de Planificación al rendir su informe 013-PLA-DO-2004, sobre la solicitud de la Escuela Judicial indicó:

 “Asimismo, pide recalificar las plazas de Instructor Policial y Encargado de la Unidad de Adiestramiento del Organismo de Investigación Judicial, las cuales no serán atendidas por cuanto superan la competencia de este Departamento.” 

Y más adelante señala :  “En relación con la petición de recalificar las plazas de Instructor Policial y Encargado de la Unidad de Adiestramiento del Organismo de Investigación Judicial, se recomienda que sean atendidas por la Sección de Investigación y Desarrollo del Factor Humano del Departamento de Personal, por cuanto superan la competencia de este Departamento.”

       Por lo tanto, la utilización de las plazas de Instructor Policial en la forma que lo pretendía la Escuela Judicial no fue autorizada, ni avalada por Planificación, por estimar que no tiene competencia para ello.

        Darles ese destino, como ha venido sucediendo; antes de que se haya realizado la recalificación y sin que exista un estudio técnico que lo justifique, en mi opinión, contraviene las disposiciones legales tal y como lo  señaló en el año 2000  la Corte Plena, la Auditoría Judicial y el Consejo Superior.

       Todo anterior evidencia que a la fecha no existe un criterio técnico, resultado de un estudio profundo que recomiende  el uso de las plazas de Instructor Policial en la forma que se ha venido dando hasta la fecha, ni que indique que dichas plazas no sean necesarias en la Unidad de Capacitación. Tampoco conozco acuerdo alguno de un órgano competente en el Poder Judicial que autorice a la Escuela Judicial para darle un uso distinto a esas plazas.

     Si bien la Unidad de Capacitación cumplió el Plan de Trabajo propuesto para el año 2003, sobrepasando las metas que se habían establecido en cuanto a población capacitada y durante el presente año hacemos los esfuerzos necesarios, a pesar de los obstáculos y carencia de recursos e infraestructura para llevar adelante el Plan de Trabajo actual, eso no significa que no estemos necesitando las plazas de Instructor que se encuentran vacantes.

      Por otra parte, el viernes 28 de mayo me comunicó el señor Eduardo González, Instructor Policial interino, que por instrucciones de la Dirección de la Escuela Judicial  a partir del lunes 31 de ese mismo mes, realizaría sus labores en la sede central de la Escuela Judicial y no en las oficinas de la Unidad de Capacitación, lo que efectivamente ocurrió.  

      Sin embargo, a la fecha no se me ha informado, al menos por cortesía, por parte de la Dirección los motivos,  qué tareas le fueron asignadas y a quien le corresponderá supervisar su trabajo.

Cuando usted me solicitó colaborar asumiendo funciones de jefatura en la Unidad de Capacitación del O.I.J., en el mes de enero del año 2003, le expresé que gustosamente colaboraría y esa disposición no ha variado.

       He venido trabajando de manera honesta y transparente, como ha sido mi estilo durante toda mi trayectoria en el Poder Judicial, procurando generar motivación y ánimo entre mis colaboradores, lo cual ha resultado  difícil cuando situaciones como esta ocurren, pues lejos de motivar, desmotivan al personal.

       Asimismo, he procurado respaldar en todo lo posible las decisiones de la Dirección de la Escuela Judicial,  pero en esta ocasión, me corresponde mantener una posición diferente  a la que mantiene la Dirección de la Escuela Judicial, lo que no significa en ninguna manera irrespeto o insubordinación alguna, sino más bien, cumplir mi obligación por la responsabilidad que se me asignó como Jefe de la Unidad de Capacitación y actuar en concordancia con los principios éticos y morales que rigen mi conducta.

        Por todo lo antes expuesto, muy respetuosamente me permito solicitar que cese el uso que se ha venido dando a las plazas de Instructor Policial que nos ocupa y se proceda a llenarlas con el personal que se ajuste al perfil y requisitos establecidos, para lo cual se debe solicitar al Departamento de Personal la apertura de los concursos respectivos y que quienes sean nombrados en estos puestos, realicen las labores que el Manual de Puestos establece para el Instructor Policial, en la Unidad de Capacitación del OIJ., como corresponde.

         Si mi posición es mal entendida y se me considera desleal por expresar mi pensamiento, lo lamentaría pues por el contrario, ser leal es también advertir al superior cuando se considera que su actuación  podría ser equivocada.

         Si fuera yo el equivocado, apreciaría que me corrija  demostrándome con fundamento que existe aprobación para utilizar las plazas como ha venido haciéndose.”
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El Dr. Alfredo Chirino Sánchez toma la palabra y explica ampliamente la situación referente a la utilización de las plazas en mención y pone en conocimiento el informe que remitirá al respecto al Consejo Superior.

El Lic. Gerardo Láscarez  Jiménez, manifiesta su preocupación respecto a las quejas y conflicto que en días pasados se presentó con el curso de “Negociación de Rehenes” el cual fue considerado por los participantes como de escaso valor informativo y didáctico, ya que no contaba con programa, diseño de curso, materiales etc., por lo que solicita corregir lo pertinente.

El Dr. Chirino menciona que la preocupación general con el uso de las plazas en mención tiene que ver con la necesidad de estudiar, lo mejor posible, los problemas que puedan estar acaeciendo en la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, en términos de utilización práctica de las plazas existentes, cargas de trabajo, tareas de coordinación e impartición de cursos, así como otros temas relacionados con la calidad del servicio.  Es por ello que se esperaba contar con el trabajo del Lic. Eduardo González quien, con la colaboración de un sociólogo de la O.P.O., pudiera hacer un diagnóstico de las necesidades de capacitación, de la oportunidad e idoneidad de los cursos proveídos, con el fin de satisfacer estas y otras exigencias de la población a capacitar en el O.I.J.

El caso de la filóloga está más que justificado en las necesidades de trabajo actuales de la Escuela que, tal y como se expresó en el informe dirigido al Consejo Superior, ha venido a llenar con creces las expectativas puestas en ella, no sólo con un trabajo de calidad, sino también plenamente comprometido con los altos estándares a los que ya está acostumbrada a trabajar esta dependencia.

SE ACUERDA:  Tomar nota y valorada la situación, este Consejo Directivo da su apoyo oficial al  Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, no solo en cuanto a las medidas tomadas, las que se consideran acorde con las necesidades planteadas y los problemas detectados, sino también para que decida todas aquellas que resulten indispensables para solucionar los problemas de trabajo apuntados.  Se exige y recuerda a las diferentes unidades de la Escuela Judicial  que uno de los objetivos de la Escuela es la excelencia y calidad de los cursos que se imparte por lo que todo curso debe contar  con los requisitos establecidos. ACUERDO FIRME.

ARTICULO III

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial presenta para consideración de este Consejo Directivo la siguiente transferencia de fondos que tiene como propósito aportar recursos financieros para dar inicio al “Programa de Formación Inicial de Jueces":

TRANSFERENCIA DE FONDOS # 02

ESCUELA JUDICIAL

Subpartida / REBAJAR
Motivo del Rebajo
Propuesta de Traslado

PROGRAMA / AUMENTAR



114

Impresión, encuadernación y otros







Impresión de textos Capacitación Virtual

3.000.000,oo

Public. Textos Com. V. Doméstica

600.000,oo

Public. Proc. Lab. Com. J. Lab.

1.000.000,oo

Public. Revista

1.499.775,oo

Textos para Progra. Diversos

28.000.000,oo

Public. Investigaciones

2.240.000,oo
Dichos recursos se trasladan en razón de la urgencia institucional de arrancar el Programa de Formación Inicial de Jueces
162

Consultorías

¢ 36.339.775,oo


 Total a rebajar                  36.339.775,oo

 Total por aumentar      36.339.775,oo

SE ACUERDA: Aprobar la transferencia de fondos de la subpartida 114 Impresión, encuadernación y otros a la subpartida 162 Consultorías.  Comuníquese al Consejo Superior para su aprobación.  ACUERDO FIRME

ARTICULO IV

La Licda. Ingrid Bermúdez Vindas y la Dra. Ana Tristán Sánchez, Profesionales en métodos de enseñanza, en oficio EJ-ACAD 009-2004 del 27 de mayo de 2004 dicen:



“Les adjuntamos el informe de análisis del documento “Estudio para adaptar técnica y legalmente las nuevas políticas de certificación de programas y cursos de la Escuela Judicial”, de acuerdo con la solicitud que ustedes nos hicieran mediante artículo 9 de la sesión N° 7 del 13 de mayo de 2004.

Quedamos a su disposición para aclarar o ampliar cualquier aspecto que ustedes consideren necesario.”

“Informe de análisis del documento

“Estudio para adaptar técnica y legalmente las nuevas políticas de certificación de programas y cursos de la Escuela Judicial”

Ingrid Bermúdez Vindas

Ana Tristán Sánchez
El presente informe se elabora a solicitud del Consejo Directivo de la Escuela Judicial (artículo 9 de la sesión N° 7 del 13 de mayo de 2004), ante estudio presentado por los(as) profesionales en Derecho que incluye un análisis crítico de la propuesta aprobada por ese mismo Consejo denominada “Directrices generales para la certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial”.

En este se analizan algunos de los planteamientos hechos por los(as) profesionales en Derecho y se extraen conclusiones y recomendaciones. 

1. Un primer aspecto al que deseamos hacer referencia, corresponde a la afirmación que se hace en varias oportunidades, de que la propuesta elaborada por quienes suscriben este informe, "tiene serias deficiencias", que las recomendaciones "no se sustentan en criterios técnicos objetivos" y que por tanto "este documento no debe ser utilizado como base para la emisión de políticas de certificación de cursos".

Al respecto debemos manifestar lo siguiente:

· Creemos que si el equipo de profesionales en Derecho de la Escuela Judicial tenía observaciones al documento aprobado debieron de haberlo planteado internamente y, si era del caso, haber formulado una propuesta en conjunto con las pedagogas antes de remitirlo al Consejo Directivo.  Esta habría sido una actitud más ética y de respeto al trabajo profesional de las pedagogas que elaboramos el documento.  De hecho, finalmente, es el Consejo Directivo quien, en el acuerdo de la sesión del 13 de mayo, decide que esto se haga cuando señalan: “Poner en conocimiento de la Licda. Ingrid Bermúdez Vindas y la Dra. Ana Tristán Sánchez, profesionales en métodos de enseñanza de la Escuela Judicial el informe anterior para que se pronuncien al respecto”.
· Con la crítica formulada, los(as) profesionales en Derecho desconocen y subvaloran el conocimiento de las dos autoras, obtenido por medio del estudio universitario y de su experiencia profesional.  Ambos aspectos sirven de base para la formulación de propuestas pedagógicas, pero debe entenderse que es ese conocimiento y experiencia lo que permite formular propuestas que no necesariamente coincidan con las formuladas por otros profesionales e instituciones.  Si todo profesional tuviera que repetir lo que han dicho o investigado otros, no existirían planteamientos novedosos.  El estudio realizado por las autoras sirve de sustento a la propuesta realizada, pero la misma considera su propio conocimiento y experiencia.

· Aunque los(as) profesionales en Derecho afirman que el trabajo realizado es una "investigación", nosotras mismas queremos corregir esa idea.  No se trata de una investigación científica, sino de una propuesta que toma como base la revisión de diversos documentos, la entrevista a expertos en este tema y nuestro aporte profesional.

2. El Consejo Directivo nos solicitó:  "rendir informe sobre cuáles son los criterios y requerimientos académicos que se deben cumplir para el otorgamiento de certificados de aprovechamiento y participación e indicar el número de horas mínimo para que un curso pueda certificarse como de aprovechamiento" (oficio N° 116-CD/EJ-03).  De acuerdo con el contenido de la solicitud del Consejo Directivo y su remisión a dos de las pedagogas de la Escuela Judicial, se da por sobreentendido que se están pidiendo criterios pedagógicos, no legales; si  eso hubiese sido así (solicitar criterios legales), también se le hubiera solicitado el parecer a los(as) profesionales en Derecho. Por tal razón no consideramos oportuno hacerles consulta previa, pues del campo pedagógico, dentro de la Escuela Judicial, solo las que suscriben y la máster Sonia Méndez tenemos formación y experiencia. Si para la ejecución de las políticas el Consejo Directivo estima que deben hacerse ajustes reglamentarios, así lo hará saber y solicitarlo a los(as) profesionales en Derecho de la Escuela; no necesariamente para formular políticas se debe contar previamente con los estudios legales, aunque por supuesto eso puede ser útil. Por ejemplo, así lo hizo la Corte Plena respecto de las reformas del Poder Judicial aprobadas recientemente, en donde se dejó para un estudio posterior la vía legal, reglamentaria o administrativa para ejecutar los acuerdos tomados.  En este caso, lo esencial es tomar las mejores decisiones.

3. Respecto de lo anterior, coincidimos con la Magistrada Calzada (artículo IX, sesión N° 7 del Consejo Directivo de la Escuela Judicial), en el sentido de que mientras no se pueda modificar integralmente la Ley de la Escuela Judicial, “se tenga algunos instrumentos para solucionar los problemas que se presenten y sean elevados a conocimiento del Consejo Superior” y que en algunos temas no se deba estar recurriendo a la reforma de la ley ya que los criterios académicos deben ser flexibles.  Además, consideramos que para algunos problemas debe darse una respuesta más inmediata y no esperar hasta que las reformas legales y reglamentarias puedan ser aprobadas. 

4. Afirman los(as) profesionales en Derecho que el Consejo Directivo no puede aprobar directrices; sin embargo, lo que ha hecho es aprobar políticas.  La propuesta elaborada por quienes suscriben este oficio se denomina "Directrices generales para la certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial”, entendiendo como “directriz”, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, como el “conjunto de instrucciones y normas generales para la ejecución de alguna cosa” y definiendo “norma”, según el mismo diccionario, como “regla que se debe seguir o a que se debe ajustar las conductas, tareas, actividades, etc.”.  Como conclusión podemos decir que no estamos usando el término legal pero en todo caso no vemos problema en que se sustituya por otro que no tenga las implicaciones legales a que hacen mención los(as) profesionales en Derecho.  Además, la propuesta concreta que hacemos aparece en el punto III del documento y se denomina "Propuesta de políticas educativas para la Escuela Judicial”, que por lo demás comprende más que lo que se refiere a certificación.  El otro título (el de directrices) abarca todo el documento, incluyendo su fundamentación teórica y práctica. Volvemos a plantear que la Escuela Judicial, por medio de su Consejo Directivo, debe buscar la independencia en la definición de políticas educativas (que sabemos deben responder a políticas institucionales generales).

5. No haremos referencia al análisis realizado por los(as) profesionales en Derecho respecto del concepto legal de “directriz”  y los temas sobre Derecho Administrativo en tanto no tenemos la formación profesional para hacerlo.  Sin embargo, sí queremos referirnos a ciertas afirmaciones:

· “El acuerdo del Consejo Directivo es un acto administrativo que consideramos no es el medio jurídico adecuado para regular este tipo de relaciones jurídicas”.  Pese a tal afirmación, el artículo 30 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, dice. “Corresponde al Consejo Directivo señalar el contenido y duración de los cursos, y establecer las disposiciones o certificados que se otorgarán
”.  El Consejo Directivo ya ha emitido directrices por problemas que han surgido.  Por ejemplo, el Dr. Paul Rueda, exsubdirector de la Escuela Judicial le pidió a ese Consejo que emitiera una directriz, porque se estaban otorgando certificados de participación a quienes no aprobaban los cursos de aprovechamiento.  En esa ocasión, el Consejo Directivo acordó que no se entregarían certificados de participación en los casos en que se ha perdido un curso de aprovechamiento (artículo 10, acta N° 7-2000 de 2 de junio de 2000).

· “La creación de este tipo de certificado [el de asistencia] no corresponde con la única normativa que regula aspectos de certificación, que es el Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Judicial en el Poder Judicial... un nuevo tipo de certificado requiere de una reforma a este reglamento, debido a que no se podría otorgar ningún reconocimiento salarial por un certificado que no existe”.  Efectivamente, en el Reglamento de Carrera Profesional se hace referencia a dos tipos de certificados para cursos de capacitación: el de participación y el de aprovechamiento.  No obstante, con la creación de un nuevo certificado no se estaría afectando dicho reglamento pues claramente, el de asistencia no lo es para cursos, en primer lugar, y en segundo lugar, porque no tendrían valor para el reconocimiento de puntos en carrera profesional.

6. En relación con el número de horas propuesto para cada tipo de certificado, el criterio principal utilizado es el aportado precisamente por CECADES, institución a la que los(as) profesionales en Derecho le destacan su credibilidad, entre otras razones porque su especialidad es la educación no formal, al igual que la Escuela Judicial.  La normativa actual habla de 12 y 30 horas; sin embargo, como afirmamos en la propuesta, en el momento de las entrevistas estaban proponiendo realizar ajustes, de la siguiente manera: 

· Horas mínimas para certificar un curso de participación: 16 horas. La asistencia debe ser de un 100%.

· Horas mínimas para certificar un curso de aprovechamiento: 32 horas; el límite de asistencia será de un 90%.
Basadas en lo anterior definimos en nuestra propuesta la cantidad de horas para otorgar cada tipo de certificado; de esta manera la Escuela Judicial al aumentar el número de horas para certificar cada tipo de cursos, lo que busca es incrementar el nivel académico y por ende las posibilidades de un mayor aprendizaje, que es el objetivo que pretendíamos.  Respecto de la obligatoriedad en la asistencia, para el caso de los certificados de asistencia, como no está normado, puede exigirse una presencia del 100% (como el caso de las conferencias)
 .

7. Otra crítica tiene que ver con el número de horas considerado para el certificado de asistencia.  Es de asistencia porque de acuerdo con nuestro criterio profesional, ocho horas son insuficientes para lograr un aprendizaje significativo, que redunde en mejoras laborales.  Algún objetivo podría lograrse, pero en tan corto tiempo es imposible desarrollar una actividad que realmente produzca un cambio relevante.  Por esa razón no hablamos de cursos de ocho horas, sino solo de charlas y conferencias.  No se otorgan certificados por menos horas pues el mismo Consejo Directivo así lo ha establecido:  solo es posible certificar aquellas actividades académicas que tengan un horario efectivo superior a las ocho horas (artículo XIII del acta 01-2001).
8. Otra observación que se formula es que en la propuesta uno de los requerimientos para otorgar los certificados de aprovechamiento es que las especialistas en Educación revisen previamente los exámenes; consideran los(as) profesionales en Derecho que quienes deben aprobar un “sistema de evaluación es el equipo de trabajo asignado por la Dirección de la Escuela Judicial a un programa o curso y que se encuentra integrado por el o la profesional de Derecho que coordina, el o la especialista en contenido y la especialista en Educación”.  En primer término, no se habla en la propuesta de un “sistema de evaluación”, sino del conjunto de instrumentos que serán la base de la evaluación de los aprendizajes.  Su elaboración corresponde al o a la especialista en contenido, quien es asesorado(a) por la especialista en Educación.  Es la especialista la que revisa los aspectos técnicos, pero si el (la) profesional en Derecho, que es quien coordina el curso, desea revisarlo también, no existe objeción, aunque es claro que los(as) especialistas en contenido tienen suficiente criterio para estructurar los instrumentos desde el punto de vista del contenido, y que si se sujetan a las indicaciones pedagógicas, su examen satisfará las necesidades del curso.  No nos parece que deba hacerse todo un estudio técnico para justificar esta propuesta, tal y como plantean los(as) profesionales en Derecho.  Deben considerar además, que la forma en que se evaluarán los aprendizajes dentro de un programa, queda planteado desde el mismo diseño curricular en el nivel macro, aspecto que se especifica en el nivel micro (plan de curso); si ya esto ha sido conocido y aprobado de previo por los(as) otros(as) profesionales, no parece que tenga sentido que revisen un examen, pero como lo expresamos anteriormente, si ellos(as) desean hacerlo, pueden hacerlo.  Además debemos aclarar que CECADES cuenta con poco personal, por lo que no pueden revisar los exámenes que se formulan en las instituciones públicas (tómese en cuenta que tienen a cargo el asesoramiento y supervisión de las unidades de capacitación de todos los ministerios e instituciones públicas); es esa la razón por la que no revisan exámenes (no están en capacidad pues el equipo humano es muy reducido), y no porque “por estudios técnicos” se haya determinado que son los(as) docentes quienes deben aprobar los instrumentos evaluativos: de hecho son ellos(as) quienes deben elaborarlo atendiendo criterios pedagógicos.
Debemos aclarar, además, que en la Escuela Judicial no existe un procedimiento único para el proceso de elaboración de exámenes.  En algunos casos, lo realiza la coordinadora (auxiliares judiciales), con el apoyo de algunos(as) tutores(as) y el asesoramiento y revisión de la pedagoga; en otros, los elaboran los(as) docentes y el(la) coordinador(a) lo remite a la pedagoga para su revisión.  En ocasiones esta revisión se ha hecho cuando está muy próxima la aplicación de los exámenes lo que impide que sean de la mejor calidad.  Nuestra propuesta es que los instrumentos se elaboren con bastante antelación (antes de que inicie el curso) y que se base en los objetivos de aprendizaje que se hayan definido.  Deberían reunir otras características, como por ejemplo, que exista un balance, de acuerdo con el peso que los objetivos y contenidos tienen en el curso.  Esta idea ha sido parcialmente llevada a la práctica en el programa de auxiliares judiciales. 

9. Respecto de los certificados académicos para los(as) docentes, debemos decir que consideramos el criterio de CECADES (en donde además se otorga solamente al haber cumplido 12 horas de docencia); esto compromete aún más a quienes nos apoyan en las labores de docencia, aunque en realidad, la mayoría de nuestros(as) docentes tienen certificados por más horas pues se hacen cargo de cursos de varias horas de duración.  Solamente en el caso de charlas y conferencias y en aquellos cursos en que se invita a un experto a que dé una charla, es que tenemos ese tipo de casos.  Siempre hemos recomendado que, con el fin de dar a los cursos unidad y continuidad en  cuanto a los contenidos y aspectos metodológicos, participe en cada uno de ellos el menor número de docentes posible.  Eso hace, entonces, que tengan que impartir más lecciones o tutorías y, por tanto, que no se presenten tantos problemas por el tema de los certificados.  Además es necesario aclarar que si el(la) docente, charlista o conferencista lo desea, puede solicitar una certificación a la Secretaría de la Escuela Judicial, por el número de horas que tenga.  

10. Se critica el hecho de que para realizar la propuesta se haya recurrido a planteamientos de CONARE, que han sido elaborados para la educación superior pública.  Tales planteamientos son un sustento en relación con dos aspectos: cuál es el trabajo que debe desarrollar un(a) estudiante en un curso, en términos de tiempo y cuál es la relación horas de teoría y horas de práctica para las distintas disciplinas.  El objetivo era mostrar, a partir de lineamientos de las universidades públicas, que para valorar el trabajo de los(as) estudiantes en los cursos, no se puede considerar únicamente su asistencia a lecciones, sobre todo en la actualidad con la implementación de las nuevas tecnologías aplicadas al ámbito educativo.  Fue así como concluimos que “el aprendizaje de los contenidos de un curso teórico-práctico se logra con actividades intra y extra clase.  La relación entre ambas se encuentra condicionado por las características propias de cada área de conocimiento y cada curso o asignatura”.  La afirmación de los(as) profesionales en Derecho de que “no es recomendable utilizar criterios de CONARE, debido a que regula la educación formal universitaria, que no es el tipo de educación que ejecuta la Escuela Judicial” no es válida.  En primer lugar se está desconociendo la trayectoria de las universidades públicas y sus aportes en el campo educativo y en segundo lugar, que los aspectos que retomamos de los criterios de CONARE son aplicables en cualquier nivel educativo y tipo de educación (formal y no formal).

11. Pero a la vez que se nos critica por utilizar tales criterios, se afirma que “instituciones como el CONARE y el CECADES, tienen un sistema de certificación de actividades académicas, que se fundamenta científicamente en todo un sistema de planeamiento curricular de cursos y programas, por lo que cuando estos órganos definen, por ejemplo, que un certificado de participación debe ser otorgado por un mínimo de 12 horas o más de instrucción efectiva, existe toda una política educativa fundamentada en estudios técnicos y en procedimientos internos bien definidos”.  O sea, que utilizamos como base el criterio de instituciones con fundamentos sólidos en cuanto a la determinación de políticas educativas.  

La pretensión de los(as) profesionales en Derecho es que realizáramos los “estudios” como lo han hecho tales instituciones.  En primer lugar, CONARE tiene un estudio sobre criterios para la asignación de créditos; este data de 1977 y se continúa empleando.  No es sino hasta ahora que están evaluando los criterios utilizados para realizar los ajustes en este campo, según se nos informó el año anterior.  En las entrevistas realizadas a funcionarios(as) de CECADES, no se nos hizo saber de la existencia de estudios; una consulta más reciente confirma lo anterior
. 

Como es de interés institucional, deseamos describir el procedimiento que sigue CECADES ante cambios que deba introducir.  Existen tres formas de realizar los cambios: vía legislativa, si se afecta el Estatuto de Servicio Civil; por decreto, si se afecta el decreto marco (N° 15.302), que creó el subsistema de capacitación y la resolución, cuando se trata de aspectos que no están contenidos específicamente en el decreto o en el estatuto.  Precisamente, la mayoría de las modificaciones se realizan vía “resolución”, la cual es elaborada por un(a) profesional de CECADES especialista en procesos de capacitación no formal y sometida a consulta de la asesoría jurídica para garantizar que en ese campo no existe ningún problema para la ejecución de las propuestas
.  El fin de tal consulta no es que se cuestionen los criterios pedagógicos ni el análisis realizado.  Quien aprueba esta resolución es el(la) Director(a) General de Servicio Civil.  Incluso existen aspectos que no son aprobados mediante resolución, sino que se comunica por medio de circulares o bien se elaboran informes, como el CCD-224-56, denominado “Manual de procedimientos para el reconocimiento de actividades de capacitación”. En CECADES son de la opinión de que el marco legal siempre debe ser muy amplio para poder introducir cambios cuando la realidad lo exija; estos cambios se basan en criterios analíticos de sus profesionales, y no en estudios técnicos o investigaciones científicas rigurosas.  No existe siquiera un estudio de tal naturaleza para la formulación de la primera propuesta de certificación de CECADES, según nos lo expresaron sus funcionarios(as).

CONCLUSIONES

1. Rechazamos la argumentación de que nuestra propuesta pedagógica no es válida porque no está sustentada en estudios técnicos. La revisión de bibliografía, así como la entrevista a especialistas en diversas instituciones y nuestra perspectiva profesional, son suficiente criterio para la formulación de la propuesta que se presentó al Consejo Directivo.

2. El estudio presentado por los(as) profesionales en Derecho no incluye ninguna propuesta de variación ni de adaptación técnica y legal, tal y como lo indica su título.

3. La solicitud inicial del Consejo Directivo iba orientada a la definición de políticas que se basaran en criterios pedagógicos; por ese motivo no se incluyó ningún análisis ni propuesta de variación en el campo normativo y reglamentario.

4. El Consejo Directivo tiene potestad para definir qué tipo de certificados otorgará la Escuela Judicial pues esto está definido en la Ley de Creación de la Escuela Judicial.

5. La crítica formulada al número de horas propuesto para los distintos tipos de certificados, no tiene sustento, pues la propuesta se fundamentó en nuestro propio análisis y en el realizado por CECADES.

6. Un elemento importante de nuestro trabajo fueron los planteamientos de CECADES dado que sus criterios están bien definidos; pese a lo anterior, no solo nos fundamentamos en ellos o, como afirman los(as) profesionales en Derecho, “no se siguió el estándar consignado por CECADES”, lo cual no constituye una debilidad del trabajo realizado, sino una fortaleza, pues acudimos a otras fuentes que complementaron nuestro criterio profesional y el contexto institucional.  Fuentes como CONARE, la UNED, la Universidad de Costa Rica, otorgan mayor sustento a la propuesta y no debe desvalorizárselas por tratarse de educación formal superior, pues son más bien las instituciones que más han investigado y aportado principios educativos generales.

7. En ningún momento las nuevas políticas “violentan los derechos que tienen los funcionarios judiciales que participan como docentes y alumnos de la Escuela Judicial”, sino más bien los beneficia, pues se incrementa el número de horas de capacitación lo cual redunda en un mejor aprovechamiento y, en el caso de los(as) docentes, mayor reconocimiento salarial pues se les toma en cuenta las horas de preparación, revisión, etc.  Así es también en el caso de los(as) participantes a quienes se les contabiliza el tiempo que destinan para el estudio individual fuera de clase, lo anterior acorde con la implementación de la metodología a distancia y con la aplicación de nuevas tecnologías para la enseñanza-aprendizaje.

8. Dentro de los cambios que se proponen, a nuestro parecer el único que roza con lo establecido reglamentariamente, es la exigencia del 100% de asistencia para los cursos de participación.  Los demás aspectos, desde nuestro punto de vista sí se pueden ejecutar con la normativa que rige actualmente a la Escuela Judicial, entre ellos, el que se cree un nuevo certificado, el de asistencia, pues según el artículo 30 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el Consejo Directivo tiene la potestad para hacerlo.

9. De acuerdo con el conocimiento adquirido producto de nuestra visita a las instituciones educativas que especificamos, la elaboración de los lineamientos académicos corresponde a profesionales especialistas en el campo educativo, quienes son asesorados jurídicamente por los abogados de cada institución. Sus planteamientos no son cuestionados por los asesores legales, sino que ellos analizan que la propuesta esté elaborada de tal forma que no riña con el marco legal, aunque si un cambio en ese nivel es necesario (Ley o Estatuto, por ejemplo), también proponen los cambios y la vía pertinentes.  Además comprueban que no existan ambigüedades y que tenga una redacción jurídica adecuada.

RECOMENDACIONES

1. Que se mantenga el acuerdo tomado por el Consejo Directivo en la sesión N° 18 del 5 de noviembre del año 2003 en que se aprueba el informe elaborado por la Licda. Ingrid Bermúdez Vindas y la Dra. Ana Tristán Sánchez, respecto de las políticas educativas relacionadas con la certificación, por las siguientes razones:

· El interés central es mejorar la calidad de la capacitación que ofrece la Escuela Judicial, al aumentar el número de horas y los requisitos académicos de los cursos.

· Se hizo un estudio confiable basado en diversas fuentes y con el criterio profesional de las proponentes, atendiendo la solicitud que el mismo Consejo Directivo hiciera.

· El Consejo Directivo aprobó políticas educativas, para lo cual tiene potestad, según nuestro parecer.

· El Consejo Directivo también tiene potestad de aprobar cambios en los certificados así como todo lo relativo a los cursos, de acuerdo con el artículo 30 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial.

· No se violentan los derechos de los funcionarios judiciales.

2. Que se analicen qué aspecto(s) riñe(n) con la normativa vigente y se elabore una propuesta de modificación reglamentaria para que sea aprobada a corto plazo, en la que prime el aspecto pedagógico y se respeten los criterios para elevar estándares de calidad educativa en la Escuela Judicial.

3. Que se cambie el nombre a la propuesta aprobada por el Consejo Directivo denominada “Directrices generales para la certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial” y se lea: “Lineamientos generales...”

4. Que los(as) profesionales en Derecho elaboren las pruebas de evaluación de los cursos, con el asesoramiento de los docentes y la revisión de las pedagogas, con el fin de lograr la debida coordinación que ellos(as) esperan.

5. Que considerando que la labor sustantiva de la Escuela Judicial es el campo educativo, todos aquellos estudios solicitados por el Consejo Directivo que impliquen tanto aspectos pedagógicos como legales, sean elaborados en equipo con la participación equitativa de profesionales en Derecho y pedagogas, pudiendo integrarse otros profesionales del Poder Judicial, en caso necesario (v.g. unidades de capacitación, Departamento de Personal, etc.).

6. Que se busquen las vías pertinentes para ejecutar políticas educativas que respondan a situaciones emergentes y a las exigencias del contexto, de una manera flexible y ágil.

-0-

SE ACUERDA:  Previo a resolver se solicita a los profesionales en Derecho y  Métodos de Enseñanza de la Escuela Judicial que realicen un informe en forma conjunto sobre políticas de certificación de cursos considerando tanto los aspectos pedagógicos como legales. ACUERDO FIRME.

ARTICULO V

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria de la Corte, en oficio  N°4807-04 del 20 de mayo del 2004, transcribe acuerdo tomado por Corte Plena en la sesión N°11-04 celebrada el 22 de marzo del año en curso que dice:

“ARTÍCULO XXXI


En la sesión verificada el 1° de diciembre del 2003, artículo XIII, en relación a la resolución contractual del convenio sobre el proyecto del campus virtual con la Escuela Judicial dentro del “Contrato suscrito entre el Poder Judicial y la Fundación de la Universidad de Salamanca, se acordó entre otros aspectos, testimoniar piezas de las diligencias a la Procuraduría General de la República para los fines que estimara convenientes.


En atención a lo anterior, el M.Sc. Omar Rivera Mesén, Procurador Adjunto de la República, mediante oficio N° O.J.-027-2004 de 4 de este mes, en lo conducente expresa:

“Según se desprende de la documentación remitida, el testimonio de piezas de la contratación celebrada entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca, lo es con el objeto de que este Despacho “(…) proceda a entablar el arbitraje correspondiente, a efecto que el Estado pueda resarcirse íntegramente de la totalidad de los daños y perjuicios irrogados por el incumplimiento contractual y que resultan ser el saldo al descubierto de la ejecución de la garantía de cumplimiento.”  (Oficio del 13 de noviembre del 2003 (visible a folios 2 y 3 del testimonio de piezas remitido), suscrito por los señores Magistrados Ana Virginia Calzada y Ernesto Jinesta).

I.-
ANTECEDENTES 

Para una mayor comprensión de la gestión formulada, consideramos oportuno y necesario realizar un breve recuento de los hechos más importantes del contrato celebrado entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

1)   Mediante Ley n.º 7496, del 3 de mayo de 1995, se aprobó el Contrato de préstamo n.º 859/0C-CR, por un monto equivalente a once millones doscientos mil dólares estadounidenses (US$11.200.000,00), suscrito el 20 de febrero de 1995, en San José, Costa Rica, entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo, destinado a financiar el Programa de modernización de la administración de justicia. En dicho contrato, las partes convinieron que la ejecución del proyecto y la utilización de los recursos del financiamiento serían llevados a cabo por el Prestatario, por intermedio de la Corte Suprema de Justicia, mediante una Unidad Ejecutora que estaría adscrita a la Comisión de Modernización del Poder Judicial.

2)   El Poder Judicial, a través de la Unidad Ejecutora del Programa de Modernización de la Administración de Justicia, promovió la Licitación por Registro n.º 34-01 “Contratación de servicios para el diseño y puesta en marcha del Campus Virtual para la Escuela Judicial de Costa Rica”.

3)   La Corte Plena, en sesión n.º 33-2002, celebrada el 22 de julio del 2002, Artículo XXXIII, atendiendo la recomendación de la Unidad Ejecutora del Programa Poder Judicial - BID, adjudicó la Licitación en cuestión a la Fundación General de la Universidad de Salamanca, por un monto de ciento setenta mil dólares americanos ($170.000.00).

4)   La contratación en referencia se plasmó en el Contrato de prestación de servicios profesionales n.º 87-CG-02, suscrito entre el Dr. Luis Paulino Mora Mora, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y el señor Juan Carlos Ferré Olive, en su condición de Director-Gerente de la Fundación General de la Universidad de Salamanca.  Posteriormente, atendiendo las recomendaciones de la Contraloría General de la República, las partes contratantes firmaron un Addendum al Contrato, en el que se modificaron las cláusulas números 6 y 17, el cual fue aprobado por la Corte Plena en la sesión n.º 92-02, celebrada el 16 de diciembre de 1992, en el que se acordó, además, su remisión a la Contraloría para su respectivo refrendo.

5)   La Contraloría General de la República, mediante oficio n.º 00879 (DI-AA-221), del 20 de enero del 2003, devolvió a la Corte el Contrato en cuestión, así como el respectivo Addendum, con la aprobación correspondiente (Refrendo).

6)   La consultoría para la creación del “Campus Virtual para la Escuela Judicial, se inició el 19 de febrero del 2003, por parte del equipo de consultores de la Fundación Universidad de Salamanca.

7)   El 30 de abril del 2003, mediante oficio n.º DIR-286-2003, el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial, informó sobre el incumplimiento contractual en que incurrió la empresa consultora, solicitándole a la Unidad Ejecutora del Programa Poder Judicial - BID, tomar las acciones legales que correspondan.  El citado informe fue aprobado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión n.º 8, celebrada el 22 de mayo del 2003, Artículo VI, y puesto en conocimiento de la Comisión de Seguimiento del Préstamo del Proyecto Corte B.I.D.  A su vez, esta Comisión, en reunión celebrada el 28 de mayo del 2003, tuvo por recibido el informe y lo hizo del conocimiento de la Corte Plena.

8)   La Corte Plena, en sesión n.º 21-03, celebrada el 2 de junio del 2003, acordó (Artículo XIX), acoger la recomendación de la Comisión de Seguimiento del Préstamo del proyecto Corte - BID y, en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 de la Ley de Contratación Administrativa y 13 de su Reglamento, resolvió iniciar procedimiento administrativo de resolución contractual, confiriendo audiencia a la contratista por un plazo de diez días hábiles para que expresara su posición y aportara la prueba que considerara pertinente.  Dicho acuerdo le fue debidamente notificado a la Fundación Universidad de Salamanca el 10 de junio del 2003.

9)   El 19 de junio del 2003, el señor Jorge Civis Llovera, Director-Gerente de la Fundación General Universidad de Salamanca, vía fax, contesta la audiencia conferida por la Corte Plena, indicando que, en su criterio, en este caso debe aplicable la cláusula decimoséptima del contrato, referente a la solución por la vía arbitral de las controversias que pudieran derivarse del contrato, de su ejecución, liquidación o interpretación.  Señala, además, que su representada no ha incurrido en incumplimiento -adjuntando escrito preparado por los Servicios Jurídicos de la Universidad- y, por el contrario, denuncia el incumplimiento por parte de la Escuela Judicial, al rechazar sin causa justificada el informe diagnóstico presentado para completar el hito 1.

10)   La Licda. Ana  Virginia Calzada, Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, mediante oficio n.º DIR-375-2003, del 26 de junio del 2003, dirigido a la Corte Suprema de Justicia, entre otras cosas, señala la falta de legitimación del representante de la Fundación consultora y refuta lo afirmado por dicho representante, en el sentido de que fue la Escuela Judicial la que había incumplido el contrato.  Al respecto, afirma que el rechazo de los informes presentados por la Fundación, en relación con el hito 1 del Contrato, fue totalmente justificado, toda vez que la contratista incumplió las obligaciones derivadas de su oferta técnica.

11)   La Comisión de Seguimiento del Programa Corte - B.I.D., en sesión celebrada el 2 de julio del 2003, acordó recomendar a la Corte Plena nombrar una Comisión de Magistrados para que dialogara con los representantes de la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

12)   La Corte Plena, en sesión n.º 25-03, celebrada el 7 de julio del 2003, acordó (Artículo XXVII), en primer término, conceder un plazo de 3 días al señor Civis Llovera, para que acreditara, mediante documento idóneo, su legitimación en el procedimiento administrativo de resolución contractual por incumplimiento.  Asimismo, dispuso integrar una Comisión integrada por la Magistrada Calzada y los Magistrados Vega y Jinesta, con el propósito de que dialogaran con los representantes de la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

13)   La Fundación de la Universidad de Salamanca no contestó la audiencia conferida para que el señor Civis Llovera acreditara su legitimación en el procedimiento administrativo de resolución.

14)    La Corte Plena, en sesión n.º 31-03, celebrada el 18 de agosto del 2003, dispuso (Artículo XVII), resolver las relaciones contractuales con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, por motivo de incumplimiento del Contrato de prestación de servicios profesionales n.º 87-CG-02 y su addendum.  Asimismo, la Corte acordó que, una vez firme la resolución contractual dispuesta, se procediera con la ejecución de la garantía de cumplimiento y, de ser procedente, la cláusula penal prevista contractualmente.

15)    El Lic. Otto González Vílchez, abogado de la Escuela Judicial, atendiendo lo solicitado por el Consejo Directivo de dicha Escuela, mediante oficio n.º EJ-UJ-353-2003, del 25 de setiembre del 2003, entre otras cosas recomendó ejecutar la garantía de cumplimiento por su totalidad, en virtud de que el incumplimiento contractual en el que incurrió la Fundación le había provocado evidentes y cuantificables daños y perjuicios a los intereses de la Escuela Judicial.  Asimismo, señaló que el Poder Judicial tenía la posibilidad de demandar, en la vía arbitral, por el saldo en descubierto que pudiera existir y, finalmente, que consideraba improcedente ejecutar la cláusula penal por ejecución tardía. 

16) El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión n.º 15, celebrada el 2 de octubre del 2003, acordó (Artículo IV), aprobar el estudio elaborado por el Lic. González y ponerlo en conocimiento de la Comisión de Magistrados integrada por la Corte para dialogar con los representantes de la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

17) El 13 de noviembre del 2003, los Magistrados Ana Virginia Calzada y Ernesto Jinesta, en oficio dirigido al Dr. Luis Paulino Mora, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, rinden informe acerca del estudio jurídico elaborado por el Lic. Otto González Vílchez, recomendando a la Corte Plena, entre otras cosas, proceder a hacer efectiva la garantía de cumplimiento y “(…) plantear las gestiones pertinentes ante la Procuraduría General de la República, para que este órgano proceda a entablar el arbitraje correspondiente, a efecto que el Estado pueda resarcirse íntegramente de la totalidad de los daños y perjuicios irrogados por el incumplimiento contractual y que resultan ser el saldo al descubierto de la ejecución de la garantía de cumplimiento.” 

18)    La Corte Plena, en sesión n.º 45-03, celebrada el 1º de diciembre del 2003, acordó (Artículo XIII), acoger la recomendación de la Magistrada Calzada y del Magistrado Jinesta, de proceder a ejecutar la garantía de cumplimiento del contrato celebrado con la Fundación General de la Universidad de Salamanca y “Testimoniar piezas de las diligencias a la Procuraduría General de la República, para los fines que estime convenientes.”

II.-
ALCANCES DE LA REPRESENTACIÓN LEGAL DEL ESTADO, POR PARTE DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

La gestión formulada por la Corte Plena tiene por objeto que la Procuraduría General de la República instaure proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca, a efecto de que el Poder Judicial (órgano del Estado) sea resarcido, íntegramente, de la totalidad de  daños y perjuicios irrogados por el incumplimiento contractual en el que incurrió la citada Fundación del contrato de prestación de servicios profesionales celebrado entre ambas partes.  

Sobre el particular, me permito señalar que la Procuraduría General de la República carece de legitimación para instaurar, en representación del Poder Judicial (órgano del Estado), un proceso arbitral. Si bien es cierto que de conformidad con su Ley Orgánica, n.º 6815 del 27 de setiembre de 1982, la Procuraduría es el representante legal del Estado, tal representación es limitada a “(…) las materias propias de su competencia” (artículo 1º).  

En relación con lo anterior, los numerales 3, inciso a) y 20 de la Ley en referencia, en lo que interesa, disponen:

“Artículo 3º.- Atribuciones:

Son atribuciones de la Procuraduría General de la República:

a) Ejercer la representación del Estado en los negocios de cualquier naturaleza, que se tramiten o deban tramitarse en los tribunales de justicia. (…).” (Lo resaltado en negrita y sublineado no es del original).

Artículo 20.- Representación en juicio:


El Procurador General, el Procurador General Adjunto y los Procuradores tienen, en cuanto a los juicios en que intervengan ante las autoridades de justicia, las facultades que corresponden a los mandatarios judiciales según la legislación común, con las restricciones siguientes: les está absolutamente prohibido allanarse o desistir de las demandas y reclamaciones, así como someter los juicios a la decisión de árbitros sin la previa autorización del Poder Ejecutivo.


No tendrá valor ni efecto alguno, en juicio o fuera de él, lo que se haga en oposición al párrafo anterior, y la nulidad de los procedimientos, a que razonablemente diere lugar la transgresión, deberá ser declarada, aun de oficio, por los tribunales de justicia. (…).” (Lo resaltado en negrita y sublineado no es del original).


Por su parte, el artículo 27, inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, al establecer las atribuciones que corresponden al Poder Ejecutivo (Presidente de la República y Ministro del Ramo) dispone:

“Corresponderá a ambos, además, transar y comprometer en árbitros los asuntos del ramo.”


De la normativa transcrita se desprende, clara y expresamente, que la representación legal del Estado, encomendada a la Procuraduría General de la República, es limitada a las materias propias de su competencia.  En el caso particular de la representación legal del Estado en juicio, se refiere a los procesos judiciales que se tramiten ante los tribunales de justicia.  

Por otra parte, por disposición legal expresa, a los Procuradores en general, en su condición de mandatarios judiciales, les está absolutamente prohibido someter los juicios a la decisión de árbitros sin la previa autorización del Poder Ejecutivo.  

De lo anterior se desprende que la Procuraduría carece de legitimación para instaurar un proceso arbitral como el que se nos solicita.  Para ello tendría que contar con la autorización, previa y expresa, del Poder Ejecutivo.


Por consiguiente, a pesar de que la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social permite a los entes públicos someter sus controversias a arbitraje, y que la cláusula arbitral contenida en el Contrato celebrado entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca (cláusula 17) faculta a las partes para someter sus diferencias a arbitraje, el proceso correspondiente, en los casos en los que proceda, debería ser gestionado por la parte interesada contractual interesada.

III.-
ALGUNAS CONSIDERACIONES EN TORNO A LA RESOLUCIÓN DEL  CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y LA FUNDACIÓN GENERAL DE LA UNIVERSIDAD DE SALAMANCA


Sin perjuicio de lo indicado en el apartado anterior, este Despacho considera pertinente señalar algunas consideraciones en torno a la resolución contractual y sus efectos en relación con el contrato celebrado entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca.


Según se desprende de la documentación remitida, el Poder Judicial acordó resolver el contrato en cuestión en virtud de los graves incumplimientos contractuales en los que incurrió la citada Fundación.  El fundamento legal de tal resolución contractual, como bien se indica en el acuerdo adoptado por la Corte Plena, lo encontramos en el artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa y 13 de su Reglamento, así como en la cláusula décimo cuarta del Contrato.

Recordemos que la resolución contractual es un derecho conferido a la Administración para poner término a aquellos contratos en los cuales los co-contratantes hayan incurrido en motivo de incumplimiento.  Ahora bien, una consecuencia de la resolución es la de que la Administración debe determinar si el incumplimiento, que motivó la adopción de tal medida, le ha ocasionado daños y perjuicios.  

Una vez decreta la resolución contractual, o en el mismo procedimiento administrativo seguido al efecto, la Administración debe determinar la suma a la cual ascienden los daños y perjuicios irrogados con el incumplimiento contractual.  Una vez establecida dicha suma, debe proceder a ejecutar la garantía de cumplimiento “(…) por el monto necesario para resarcir, a la Administración, los daños y perjuicios imputables al contratista.” (Artículo 34 de la Ley de Contratación Administrativa).  Sin embargo, cuando la garantía de cumplimiento sea insuficiente para cubrir los daños y perjuicios ocasionados, la Administración está facultada para cobrar la diferencia a través de otras vías.  

Ahora bien, en casos similares, este Despacho ha recomendado cobrar la diferencia en cuestión a través de la vía ejecutiva. A tal efecto, en tratándose de un órgano del Estado, tal y como es el caso del Poder Judicial, deberá remitir a la Procuraduría copia certificada de todo el expediente administrativo en el cual se haya determinado la suma pertinente, así como la certificación a la que hace referencia el artículo 149 de la Ley General de la Administración Pública.  

Igualmente, es preciso que, conforme con lo dispuesto en el artículo 150 de la citada Ley General, la Administración realice las dos intimaciones de pago correspondientes.  Los requisitos y las fases procesales señaladas resultan indispensables para la interposición del proceso correspondiente pues, en su conjunto, son los que constituyen título ejecutivo.  Sobre el particular, véase el dictamen C-241-2002, del 18 de setiembre del 2002.

En virtud de lo expuesto, la Procuraduría General de la República considera improcedente que el Poder Judicial interponga un proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca, con el propósito de ser resarcido de los daños y perjuicios irrogados por el incumplimiento contractual en que incurrió la citada Fundación y que no fueron cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento. 

En consideración de este Despacho, los procesos arbitrales están previstos para resolver las diferencias surgidas entre las partes durante la vigencia y ejecución del contrato, pero no para supuestos como el que nos ocupa, en el que, por incumplimiento, la Administración declaró la resolución contractual, en cuyo caso resulta aplicable el procedimiento y la normativa indicada.

IV.-
CONCLUSIÓN


Con fundamento en lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de la República que:

1.-
La representación legal del Estado, encomendada a la Procuraduría General de la República, es limitada a las materias propias de su competencia. (Artículo 1º de su Ley Orgánica).  En el caso particular de la representación legal del Estado en juicio, se refiere a los procesos judiciales que se tramiten ante los Tribunales de Justicia. 

2.-
A los Procuradores en general, en su condición de mandatarios judiciales, les está absolutamente prohibido someter los juicios a su cargo a la decisión de árbitros sin la previa autorización del Poder Ejecutivo. (Artículo 20 de la Ley Orgánica de la Procuraduría).

3.-
La Procuraduría General de la República carece de legitimación para instaurar, en representación del Poder Judicial (órgano del Estado), un proceso arbitral.  En los casos en que proceda, el proceso arbitral debe ser gestionado por el mismo órgano administrativo interesado. 

4.-
El artículo 18 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social autoriza a todos los sujetos de derecho público para someter sus controversias a arbitraje; asimismo la cláusula arbitral contenida en el Contrato celebrado entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca (cláusula 17) faculta a las partes para someter sus diferencias a arbitraje. Sin embargo, el proceso arbitral está previsto para resolver las diferencias surgidas entre las partes contratantes durante la vigencia y ejecución del contrato, pero no para el cobro de daños y perjuicios no cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento, después de que la Administración declaró la resolución contractual, en razón del incumplimiento en el que incurrió la co-contratante.

5.-
Una vez decretada la resolución contractual, o en el mismo procedimiento administrativo seguido al efecto, la Administración debe determinar si, el incumplimiento que motivó la adopción de tal medida, le ha ocasionado daños y perjuicios, estableciendo la suma correspondiente. Posteriormente, debe proceder a ejecutar la garantía de cumplimiento por el monto necesario para resarcirse y, si dicha garantía resultare insuficiente, disponer las medidas necesarias para su resarcimiento. 

6.-
El cobro de la diferencia resultante, después de la ejecución de la garantía de cumplimiento, se puede realizar a través de la vía ejecutiva. A tal efecto, la Administración interesada deberá remitir a la Procuraduría copia certificada de todo el expediente administrativo, en el cual se haya determinado la suma pertinente, así como la certificación a la que hace referencia el artículo 149 de la Ley General de la Administración Pública. Igualmente, es preciso que, conforme con lo dispuesto en el artículo 150 de la citada Ley General, la Administración realice las dos intimaciones de pago correspondientes.  Los requisitos y las fases procesales señaladas resultan indispensables para la interposición del proceso correspondiente pues, en su conjunto, son los que constituyen título ejecutivo”. 

-0-

La Magistrada León expresa: “Me parece que lo primero que tendríamos que descartar con base en el informe de la Procuraduría es que no se dan las condiciones para ir a un arbitraje, porque de alguna manera ya la Institución tomó la decisión de tener por resuelto el contrato. Lo que seguiría es la instancia a un procedimiento administrativo para determinar los daños y perjuicios causados y sobre la diferencia de lo que sería la ejecución de la garantía, aquí mismo terminar el procedimiento con la emisión de un título ejecutivo que finalmente sería remitido a la Procuraduría. En realidad nosotros ahora lo que tendríamos es casi como designar un órgano director del procedimiento que cuantifique los daños con base en los incumplimientos contractuales que se dieron y un poco a mí me preocupaba en el sentido que obviamente al igual que lo hacemos muchas otras veces, las decisiones se basan en recomendaciones técnicas en este caso emitida por una instancia administrativa donde nos decía que hacer y la Procuraduría nos dice que en realidad no es eso. Entonces me parece que haciendo abstracción del caso sí deberíamos de identificar alguna persona dentro del sector administrativo que pudiera en estos casos de incumplimientos contractuales orientarnos en la toma de decisiones para ver si en uno u otro caso procede como procedía aquí el ejecutar la garantía previa determinación de los daños y perjuicios o irnos a un arbitraje como equivocadamente lo habíamos acordado, entonces yo no sé si la Institución al margen de que esto correspondiera a la Escuela Judicial en el área de Proveeduría o cualquier otra área del sector administrativo tiene alguien que se especializa en la materia de contratación y que nos de una pauta que nos permita resolver un poco más apegado a lo que corresponda.”.

El Presidente, Magistrado Mora dice: “Ya lo del contrato ya lo dimos por resuelto, y la garantía la ejecutamos, ahora estamos en la etapa de si debe disponerse alguna indemnización por existir daños no cubiertos con la garantía.”

SALE EL MAGISTRADO ARMIJO.

El Magistrado Jinesta agrega: “Yo entiendo que en la cláusula arbitral que era la décimo sétima y el addendum del convenio establecía literalmente lo siguiente y aquí lo tengo yo: “...las controversias o diferencias que pudieren derivarse de este contrato en cuanto a asuntos de índole patrimonial se resolverán por la vía arbitral...”. Yo entendería que el enfoque de la Procuraduría me parece un poco desacertado porque las partes contrataron que cualquier diferendo de carácter patrimonial independientemente de si la relación contractual se está extinguiendo por el ejercicio de una potestad unilateral de la administración, en este caso del Poder Judicial, ambas partes coincidieron en someterse a los procesos arbitrales y desde ese punto de vista me parece que la apreciación que hace la Procuraduría no me parece acertada. Luego creo que también el señor Procurador se equivoca, en el punto 6 tiene una equivocación estrepitosa, dice que: “... ejecutada la garantía de cumplimiento la administración elabora una certificación de la deuda y con eso va a al vía ejecutiva...”,  se equivocó total y absolutamente el señor, pues se le olvidó que está la jurisdicción contenciosa administrativo, y hay que discutir en la vía plenaria o en un civil de Hacienda por extinción contractual. Hasta ahora me entero yo  que existe este procedimiento para ejecutar saldos al descubierto en materia contractual administrativa, y yo creo que el Magistrado González Camacho también identificó ese tema como un grueso y grave error del señor Procurador. Y luego en el punto 4 afirma categóricamente y dice: “...sin embargo el proceso arbitral está previsto para resolver las diferencias surgidas entre las partes contratantes...”, él parte del supuesto de que extinguido el contrato o terminado por la resolución ya no aplica la cláusula arbitral, ambas partes decidieron someterse al arbitraje y todos sabemos que la Constitución Política prevé la posibilidad de optar por la vía jurisdiccional o por los mecanismos alternos de solución de conflictos, de tal forma que me parece que hay serie yerros en el pronunciamiento de la Procuraduría. Luego yo no comparto lo que dice en el punto 1, que la Procuraduría no puede ser representante en un proceso arbitral, es el representante nato, yo sé que el artículo 1 dice que es para procesos jurisdiccionales, pero también debe representar a los órganos del Estado y al Estado en los procesos arbitrales y no sólo en los procesos jurisdiccionales. Me parece que esta es una visión muy pedestre del artículo 1 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.”.

         El Magistrado González Camacho manifiesta:  “Yo quisiera referirme básicamente al punto 6, ya sobre la interpretación de si esto puede someterse o no a arbitraje es otro aspecto, depende de la interpretación que demos al asunto. En todo caso la intención de la Corte es que sea por vía arbitral o por la vía jurisdiccional, se cobre la diferencia; bien podría entenderlo de esta forma la Procuraduría. Sí me interesa independientemente de lo que se resuelva, señalar sobre el punto 6 del informe, porque cobrar por la vía ejecutiva diferencias de daños y perjuicios no es viable, y no quisiera yo aquí ser muchísimo menos osado, pero recordar que para el cobro ejecutivo se requiere de la declaración previa de un derecho y aquí no está, nunca por la vía administrativa en este caso. Han habido múltiples resoluciones en este sentido donde ha habido oportunidad de aclararlo de esta manera, lo que está es una resolución unilateral de una de las partes y en consecuencia no hay un derecho declarado ni por vía legal ni por vía judicial pues para proceder a la liquidación de los daños. Es una práctica que ha utilizado la administración, al igual que lo ha hecho en tránsito, lo ha hecho en contratos, tratando realmente de saltarse la necesaria resolución judicial previa, y en ese sentido pues tanto el sumario civil de hacienda como el contencioso en apelación, han declarado con muchísima razón y así lo ha señalado algún sector de la doctrina, desconocido quizá, en donde el 149 a) no da para el cobro de daños y perjuicios derivado de una relación contractual porque todavía incluso está por verse si hay responsabilidad, si no hay responsabilidad, hasta dónde llegan los daños, y en consecuencia a  través de ese 149 ni mucho menos a través del 203 ni 210 que tampoco darían para eso, ni mucho menos el 75 de la Ley Orgánica de la Contraloría; habría margen para entender incorporado ese derecho y hacerlo exigible por la vía ejecutiva.  No es extendible, sería sustituir ya la voluntad de Tribunales que no es viable. Insisto, es viable acudir a la vía ejecutiva en el tanto haya un derecho claramente establecido, claramente incorporado, previo, un derecho declarado previamente, directamente por la ley o por resolución judicial; no así por el 149 que no da margen, sería una interpretación extensiva contra libertad del privado y realmente no es viable”.

El Presidente, Magistrado Mora, indica: “En este tema yo tengo muy poco conocimiento, pero me pareció que en la situación en que nos encontramos a este momento lo que habría que hacer es una liquidación para establecer si hay o no un daño, y si hay un daño cuantificarlo y plantear el reclamo correspondiente a la Fundación de la Universidad”.

El Magistrado González Camacho señala: “Yo estaba más interesado, desde luego y quizá no quisiera que se malinterprete, pues en que el informe no quedase o la aprobación de esta Corte, con un punto de vista jurídico tal vez no acorde con la línea jurídica que se ha mantenido incluso en este Poder Judicial, pero será otro aspecto ya el de conveniencia el de si los daños y perjuicios que aquí queden al descubierto ameriten un arbitraje o un juicio. Realmente con la disculpa de los compañeros, si es así pues no valdría la pena porque se nos iría, y ahí va la disculpa, lo comido por lo servido, y en consecuencia pues si esa es la tónica, pero ya son aspectos de conveniencia institucional que podemos valorar.  Mi interés estaba simplemente en señalar pues tal vez el desliz jurídico que puede haberse cometido en el informe, y desde luego que no podríamos dejar pasar por alto porque sería bochornoso para nosotros”.

Agrega el Magistrado Jinesta: “Lo que quería terminar de agregar es que yo creo que la Ley de Control Interno nos obliga como jerarcas de la institución a realizar todas las investigaciones y a agotar todos los procedimientos para recuperar aquellos recursos que eventualmente se le deban a la institución, desde ese punto de vista independientemente de que porque sobre esto se puede hacer toda una discusión de si esto va a un proceso arbitral o a un proceso jurisdiccional, pues yo creo que la institución debe agotar todos los recursos y las instancias para determinar si la garantía de cumplimiento que oportunamente fue rendida cubre o no el monto de los daños y perjuicios, y así valorar la posibilidad ya sea de ir a un proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa o si se interpreta de otra forma la cláusula arbitral pues ir a un proceso arbitral”.

Señala la Magistrada León: “Yo comparto que sí, que efectivamente hay que cuantificar los daños y sobre esa base resuelto el contrato eventualmente la contraparte podría satisfacer el monto de los daños, pero me parece que paralelo a eso hay que resolver una cuestión competencial que señalaba el Magistrado Jinesta, y es que si esta Corte decidiera ir a un arbitraje lo puede hacer como Corte o necesariamente tiene que hacerlo a través de la Procuraduría, porque la decisión que se tome depende de la interpretación que se dé a la cláusula arbitral. El informe de la Procuraduría lo que dice es que en realidad no le corresponde la representación en estos temas arbitrales, da una norma expresa, pero un poco más adelante me parece recordar que señalaba que además no se podía ir a un arbitral cuando ya esta Corte decidió la resolución contractual, entonces no hay vínculo negocial que una a las partes para venir a someter a arbitraje una decisión unilateral que por ley podía adoptarse.  Entonces yo sí creo que en forma paralela habrá que pedir un informe interno o a los compañeros que en su oportunidad lo presentaron, para definir una vez cuantificados los daños, cuál es el camino a seguir, porque si la Procuraduría dice no cabe el arbitraje y aún en que se diera esa posibilidad, a mí no me toca representarlos y aquí ahora se plantea si cabe el arbitraje y si le toca a la Procuraduría, entonces yo no sabría cuál camino seguir y creo que entonces sí ameritaría que sobre ese asunto lo dispusiéramos de una u otra forma, tampoco podríamos obligar a la Procuraduría, quien ya nos está diciendo “no los voy a representar en un arbitral”, decirle que la Corte opina diferente y que debe hacerlo, yo no sabría realmente cómo aclarar ese diferendo”.

SALE EL MAGISTRADO GONZÁLEZ ÁLVAREZ.

Indica el Magistrado Vega: “Yo entiendo, me corrigen los compañeros especialistas en derecho público, pero yo entiendo que el oficio que remite el señor Procurador Adjunto, constituye una opinión jurídica.  Al ser una opinión jurídica no tiene carácter vinculante para la Corte, si se hubiera emitido una consulta, las consultas sí son vinculantes para el órgano administrativo que consulta.  Entonces esto nos ubica a nosotros como administración en una posición de poder discrepar de la opinión jurídica emitida en este caso por la Procuraduría General de la República, con lo cual al ser simplemente una cuestión de criterio jurídico tenemos dos salidas: o le pedimos a la Procuraduría que nos aclare el pronunciamiento o que lo adicione, si consideramos que es necesario que lo haga; o bien si consideramos que no es necesario que lo haga, tendríamos que tomar las acciones administrativas que de acuerdo con la ley debemos de tomar.  En ese sentido yo sí considero que en la parte que la opinión jurídica está correcta es en la que nos dice que tenemos que determinar el monto de los daños y perjuicios para saber a ciencia cierta si el monto de la garantía nos cubre o no, porque en caso de que no nos cubra entonces la diferencia que queda al descubierto es la que desde mi punto de vista tendría que someterse a la controversia y ya la controversia tiene un procedimiento establecido por las propias partes en el contrato suscrito y firmado por ambas. Entonces coincido con la Magistrada León en el sentido de que hay que integrar un órgano o pedirle a los órganos técnicos que determinen los daños y perjuicios para una vez que eso esté cumplido, determinar si es necesario o no llevar a cabo ese otro procedimiento en virtud de que la garantía de cumplimiento no lo cumple.  Entonces yo creo que lo que quería apuntar es que la opinión jurídica no es vinculante para esta Corte, es simplemente una opinión jurídica de la cual podemos totalmente tener divergencias, y eso no nos inhibe a tomar como algo administrativo las acciones que debamos de tomar de acuerdo con la ley”.

Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece que efectivamente, toda la divergencia que podamos tener con la Procuraduría a este momento no nos afecta.  Ahora, el tema está en que ya a este momento nosotros declaramos que resolvimos el contrato con la Fundación de la Universidad de Salamanca, y eso eventualmente nos ha producido unos daños que deberíamos de cuantificarlos para ver si seguimos adelante o no con el cobro, para ello debemos valorar las diferentes posibilidades que se dan.”.

Agrega el Magistrado Jinesta:  “Una simple aclaración. Creo que lo primero que habría que hacer es ejecutar la garantía de cumplimiento, una vez ejecutada la garantía ver cuál, hacer el cálculo y si hay un saldo descubierto pues entonces ahí es donde se ve si es por arbitraje o por proceso contencioso administrativo”.

El Presidente, Magistrado Mora, señala: “Ya ejecutamos la garantía, ahora estamos en conversaciones con el Ministerio de Hacienda porque éste dice que ese dinero va para la Caja Única, y nosotros lo que estamos pretendiendo es que nos dejen utilizarlo en proyectos de la Corte, pero eso ya entra en un tema totalmente diferente.  Si a ustedes les parece  señalamos la divergencia de criterio que tenemos con la Procuraduría, estimamos de que ya el contrato está resuelto y la ejecución de la garantía y pedimos a la administración que nos cuantifique los daños, para luego establecer qué hacemos.”.

Se dispuso: 1.- Tomar nota del informe suscrito por el M.Sc. Rivera Mesén, del cual se deja constancia que esta Corte no lo comparte por estimar que existen algunos errores en su contenido, y que lo procedente es hacer la liquidación de los daños.  2.- A efecto de resolver lo que corresponda, se comisiona a la Dirección Ejecutiva, para que dentro del termino de quince días elabore el cálculo en el que se desglosen los daños ocasionados con motivo del incumplimiento por parte de la citada fundación.”
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SE ACUERDA: Tomar nota del acuerdo anterior. Se comisiona al Lic. Otto González Vílchez, Abogado de la Escuela Judicial para que rinda un informe del estado actual del asunto en referencia,  así como de las anteriores decisiones de Corte Plena sobre la ejecución de la garantía y liquidación de daños,  le dé seguimiento e  indique cuales son los trámites ante el BID para que el dinero se recupere.

ARTICULO VI

El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Sección de Capacitación del O.I.J., en oficio EJ-CAP-195-2004 del 25 de mayo del año en curso dice:

“En el Plan de Trabajo de la Escuela Judicial para el año en curso se incluyó dentro de las tareas de la Unidad de Capacitación, la realización del III Foro de Criminalística, durante los días 30 y 31 de julio del presente año, auspiciado por la Asociación de Profesionales en Ciencias Criminalísticas de Costa Rica ASOCRIM.

     El 30 de abril recibí copia de la nota que el señor Carlos M. Artavia Valverde, Presidente de dicha Asociación dirigió al Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, en la que le comunicó que, por un replanteamiento de las políticas de proyección la Junta Directiva de la Asociación dispuso cancelar la realización del Foro.

     Por los motivos indicados, muy respetuosamente solicito a ese honorable Consejo tomar nota de la cancelación de esa actividad de capacitación y el consecuente incumplimiento involuntario en el  Plan de Trabajo de la Unidad de Capacitación y de la Escuela Judicial.”
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SE ACUERDA:  Tomar nota.

ASUNTOS VARIOS

ARTICULO VII

Los señores Lic. Minor Aguilar Gutierréz, Psicólogo Forense, Dr. Eduardo Arias Ayala, Médico Psiquiatra Unidad Medicina Legal de Cartago, Dr. Hugo Segnini Sabar, Médico Psiquiatra Exjefe Sección de Psiquiatría Forense Poder Judicial, Dra. Sonia Patricia Uribe Medrano, Médico Forense Jefe Unidad Médico Legal de Cartago, en oficio de fecha 14 de mayo de 2004 validan la obra escrita por el Lic. Jorge González Pinto, Psicólogo Clínico Forense y dicen:

“Los abajo firmantes hacemos constar que conocemos la obra del Lic. Jorge Alberto González Pinto: “Diccionario de Psicología Clínica Forense: Principales trastornos, síndromes y metodología psicotécnica”, ya que a través de su elaboración, el autor nos la fue mostrando para que realizáramos las recomendaciones y los comentarios pertinentes.

Dado lo anterior consideramos que la misma constituye una obra actualizada, de gran valor conceptual, con claridad de sus planteamientos teóricos y con un orden lógico en el desglose de sus contenidos.  Además cuenta con fuentes bibliográficas suficientes, confiables y actualizadas.

Por lo tanto validamos ante el honorable Consejo Directivo la citada obra.”

SE ACUERDA: Tener por recibido el requisito de validación de la obra “Diccionario de Psicología Clínica Forense: Principios trastornos, síndromes y metodología psicotécnica” del Dr. Jorge Alberto González Pinto.  Previo a autorizar la publicación debe cumplir con las normas ISO690 e ISO690-2 para la elaboración de citas y referencias bibliográficas, de conformidad con el Protocolo de producción de materiales escritos. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VIII

La MSc. Sara Virginia Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia CONAMAJ, en oficio N°145-CNMAJ-04 de fecha 18 de mayo de 2004 dice:

“Referente al acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión N°7 celebrada el 13 de mayo pasado, agradecemos mucho se nos haya considerado para capacitar al juez que será nombrado para Talamanca.

Hemos revisado el decreto ejecutivo para la creación del Juzgado Penal de Talamanca y los requisitos y destrezas que debe tener el juez, y pensamos que bien podríamos contribuir a la capacitación específica de dicho funcionario una vez escogido, en los temas y requisitos que dicho decreto establece.”

SE ACUERDA: Tomar nota y se agradece el apoyo que brindarán a la capacitación  del juez nombrado para Talamanca.

ARTICULO IX

El Lic. Rolando Barrantes Muñoz, Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo, en oficio DE #1115-2004 de fecha 17 de mayo de 2004 dice:

“El Instituto Nacional de Fomento Cooperativo (INFOCOOP), es una institución pública que promueve el Cooperativismo y fomenta la participación organizativa y empresarial de la población, especialmente la de escasos recursos, de acuerdo con criterios de eficiencia financiera, económica y social.  Esta institución, conocedora de la política institucional que promueve la Escuela Judicial y la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para fomentar la Resolución Alternativa de Conflictos como una forma de dirimir de manera eficiente y expedita las diferencias que se presentan entre los diferentes actores de la sociedad costarricense, deseamos manifestar y solicitar lo siguiente:

Se nos incluya como participantes en la oferta de cursos de Resolución Alternativa de Conflictos que imparte la Escuela Judicial, de esta manera compartimos nuestra experiencia con la de sus funcionarios y al mismo tiempo cumplimos con el mandato de la Ley N° 4179 del 22 de agosto de 1968, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del INFOCOOP, la cual es muy clara cuando indica que tenemos que servir de mediadores en las diferencias que puedan suscitarse entre la Junta Directiva, la Dirección Ejecutiva y las cooperativas del país.

Para tales efectos nos sujetaríamos a la oferta de cursos, horarios y organización que ustedes tienen dispuesta y según nuestras necesidades institucionales designaríamos los participantes que consideremos conveniente.”
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SE ACUERDA:  Autorizar la participación de dos personas en el curso sobre Resolución Alternativa de Conflictos.  Comunicar a la Licda. Kattia Escalante Barboza, Encargada de la Unidad del RAC de la Escuela Judicial para que programe la inclusión  en la medida que se pueda según la necesidad planteada. ACUERDO FIRME.

ARTICULO X

El señor Claudio Donato Monge, Presidente de la Comisión para Promover la Competencia, en oficio UTA-CPC-271-04 del 25 de mayo del año en curso dice:

“Dentro de los objetivos de la Comisión para Promover la Competencia está el procurar convenios de cooperación con distintos organismos, dentro y fuera de nuestro país, con los cuales se pueda intercambiar experiencias no sólo en materia de derecho de la competencia, sino también en otras áreas que resultan importantes en el desempeño de la Comisión y de su Unidad Técnica.  Lo anterior, como un mecanismo de fortalecimiento institucional.

En ese sentido, resulta de gran interés para el órgano que presido, poder coordinar con la Escuela Judicial algún convenio, que nos permita la participación de al menos uno de nuestros funcionarios en ciertas actividades que ustedes organizan para los funcionarios judiciales.

Especialmente, resulta de particular relevancia para nosotros, dentro del Plan Anual de Labores de la Escuela Judicial, los programados en el área Contencioso Administrativa, contratación administrativa, oralidad y delitos financieros.

En ese sentido, le solicitamos sea valorada nuestra propuesta y nos informen si resulta viable y cuál sería el trámite que debe seguirse.”

-0-

Mag. Calzada manifiesta que en días pasados conversó con la jefe de la comisión y quedaron de analizar la posibilidad de realizar alguna actividad con el National Law Center, ya que ellos ofrecen los capacitadores y nosotros colaboramos con los participantes con el fin de trabajar el tema de Competencia, sin embargo considera conveniente primero conversar con el Mag. Oscar González con el fin de saber que conversaciones a sostenido con COPROCOM.

SE ACUERDA:  Comunicar al señor Claudio Donato Monge, Presidente de la Comisión para Promover la Competencia,  que la Escuela Judicial iniciará los trámites correspondientes para realizar el convenio de cooperación que referencia.  Asimismo se dispone poner en su conocimiento que el National Law Center de  Estados Unidos de Norteamérica ofrece establecer un vínculo con PROCOM y la Escuela Judicial con el fin de realizar cursos sobre el tema de la competencia los cuales se procurará proveer dentro del acuerdo marco de cooperación que se suscribirá.

ARTICULO XI

En oficio de fecha 10 de mayo de 2004, el señor Ángel Benseny, Director General de Procard Europa, empresa española que tiene como objeto la promoción y organización de cursos de formación en el área del Derecho, remite documentación descriptiva donde propone el establecimiento de un acuerdo de colaboración entre la Escuela Judicial de Costa Rica y Procard Europa para la ejecución de un programa de alta formación jurídica  en Costa Rica, así como la descripción orientativa de los programas de formación, lista de profesores y coste de los cursos. 

SE ACUERDA: Tomar nota y se tendrá en consideración para un futuro.

ARTICULO XII

El Mag. Daniel González Alvarez, Presidente de la Sala Tercera, en oficio N° 1282-2004 del 17 de mayo del año en curso dice:

“Reciba mi atento saludo.

La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en procura de brindar un servicio de calidad que se vea permanentemente mejorado, ha diseñado un sitio web donde los usuarios pueden tener acceso a una gran gama de información, que va desde aspectos generales de este Despacho hasta el contenido integral de las resoluciones que se dictan, consulta de expedientes, compendio de Leyes e Instrumentos Internacionales en materia penal, índice de descriptores de jurisprudencia significativa, pronunciamientos  de la Comisión de Asuntos Penales y otros.

Con la finalidad de facilitar el acceso a estos datos, por tercer año consecutivo nos encontramos elaborando un disco compacto, el cual se recoge gran parte de la información que se encuentra en el sitio web.  Como una novedad  y para facilitar el trabajo de los operadores jurídicos, para la presente edición queremos adjuntar un libro con el índice de descriptores de jurisprudencia relevante de la Sala, que hemos denominado Jurindex..

En virtud de ello solicitamos su colaboración para que a través de la Escuela Judicial, se valore la posibilidad de realizar dicha publicación.  Para tales efectos adjuntamos una copia impresa de la citada obra y, en caso afirmativo, posteriormente estaríamos remitiendo la versión digital.

Agradezco  de antemano su colaboración.”
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SE ACUERDA:  Previo a resolver, se comisiona al Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, para que busque contenido presupuestario para financiar dicha obra por medio de otras instituciones fuera del Poder Judicial con el fin de cumplir los objetivos que referencia el señor Mag. Dr. Daniel González. ACUERDO FIRME

ARTICULO XIII

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial informa que a partir del 1 de junio del año en curso la Escuela cuenta ya con la plaza  de especialista en  virtualización por lo que se iniciará la elaboración de los cursos virtuales.

SE ACUERDA: Tomar nota 

Se levanta la sesión a las once horas con  treinta minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda

Dr. Alfredo Chirino Sánchez

                     PRESIDENTE                                                    DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL

� Subrayado nuestro.  El mismo Lic. Otto González, en su informe “Estudio sobre los conceptos de docencia, coordinación y actividad académica de la Escuela Judicial, en el marco del reglamento para el reconocimiento de la carrera profesional en el Poder Judicial” menciona tal artículo para señalar que el Consejo Directivo es el órgano encargado de aprobar la realización de una actividad académica.


� De acuerdo con el artículo 24 del Reglamento de la Escuela Judicial, perderá el curso los que falten injustificadamente a una quinta parte o más de las lecciones; nótese que se hace referencia a cursos, no a charlas, conferencias, reuniones, mesas redondas, etc., diferenciación que se hace en el artículo 31 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial.





� Entrevista con el Lic. Juvenal Ramírez, profesional del CECADES, el día 21 de mayo de 2004.


� Son ejemplos, la DG 237-87 “Normas para la adjudicación de becas”; la DG 253-87 para la modificación del artículo 6 del capítulo II de las normas para la adjudicación de becas y la DG 026-93, donde se cambian las horas para el otorgamiento de certificados.
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